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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

3932 Pleno. Conflicto positivo de competencia número
494/1982. Sentencia núme~o 1/1986. de 10 de enero.

El Pleno del Tribunal Constitucional, -compuesto por don
Jerónimo Arozamena Sierra, Vicepresidente; don Angel Latorre
Segura, don Manuel Diez de Velasco Vallejo,idon Francisco Rubio
Llorente, doña Gloria Begué Cantón, doo Luis Díez Picaza, don
Francisco Tomás y Valiente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant,
don Angel Escudero del Corral, don Antonio Truyol Serra y don
Francisco· Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

en el conflicto positivo de competencia núm. 494/1982, promovido
por el Consejo Ejecutivo de ~ Generalidad ~e Cataluña, represen­
tado por el Abogado don Manuel Maria VJcens Matas, contra el

. articulo 4.° y por conex.ión contra los artÍCulos 1.0, lO YS.o del Real
Decreto 2075/1982, de 9 de julio, sobre nonnas de actividades y
representaciones deportivas ~intemaclOnales. Ha Sido parte el
Gobierno de la NaCIón. representado por el Letra~o del Estado y
ponente el Ma~strado don Antonio Truyol Serra. quien expresa el
parecer del Tnbunal.

l. ANTECEDENTES

1. Publicado en el «Ilolelin Oficial del Estado. número 208,
de 31 de agosto de 1982, el Real Decrelo 2075/1982, de 9 de julio,

sobre actividades y representacIOnes deportivas internacionales, el
Consejo Ejecutivo de I-. Generalidad de Cataluña, mediante escrito
dirigido al.exceJentisimo señor Presidente del Gobierno en fecha 22
de octubre de 1982, planteó requerimiento de incompetencia, de
acuerdo con 10 establecido en el arto 63 de la Ley Orgánica de este
Tribunal (LOTC), contrá el arto 4.° de la me;ncionada dispos,ición
y, por conex.ión, también contra Jos arts. 1.0, 3.° Y5.° de la mISma,
~licitando la derogació~ de estos p~ec~ptos. ~ún la argurJ?enta­
CJón expuesta en el esento de requenmlento de mcompetencla, las
disposiciones referidas vulnerarían el orden de distribución de
competenciás en materia deportiva establecido en la Constitución
(C.E.) y en el Estatuto de AUlonomia de Cataluña (EAC), supo­
niendo también una infracción de la Ley 13/1980, de 31 de marzo,
General de la Cultura Físil'll y del Deporte (LGCFD). _

2. Como consecuencia del referido escrito del Consejo Ejecu­
tivo de la Generalidad de Cataluña, el Gobierno de la Nación,
reunido en Consejo de Ministros el 12 de noviembre siguiente,
acordó np atender dicho requerimiento por estimarlo infundado,
basándose en el arto 149.1.3 de la Constitución, yen consonancia
con lo dispuesto en elar!. 63.4 de la LOTC, habiendo tenido
entrada esta Resolución en el correspondiente registro del Consejo
Ejecutivo el día 22 del mismo mes. Por ello, el Consejo Ejecutivo
de Ji Generalidad, en su sesión de 10 de diciembre de 1982, tomÓ
la resolución de plantear conflicto positivo de competencia en
virtud del art. 63 Y concordantes de la LOTC, designando a los
Letrados de _su Gabinete Jurídico Central don Manuel Maria
Vicens Matas y dORa Mercedes Curull Martínez pera que, indistin­
tamente. representasen y defendiesen al Consejo Ejecutivo, formu-
lando las alegaciones pertinentes. . ...

3. Don Manuel Maria Vicens .Matas promovió dicho conflicto
positivo de competencia en escrito de 1~ de diciembre de 1982,
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solicitando de este Tribunal Que diete Sentencia por' la Que se
declare Que la titularidad de la competencia controvertida corres­
ponde a la Generalidad de Cataluña, y se anule el art. 4.0 del. Real
Decreto 2075/1982,de 9 de julio. así como, porconexión, los arts.
1.0, 3.° y 5.0 del mismo texto:.

al' En el fundamento juridico 1del esctito. de interposicíón del
conflicto defiende el Abogado de la GeneralIdad de Catalulla la
competencia de ·la ~omunidad AutÓD,?ma en las ,confrontaciones
deportivas internacIOnales, competencia que habna quedado des­
conocida por el art. 4.° del Real Decreto 2075/1982. en el que se
dispone: «No se autorizará~ en ningún caso .c?mpeticiones int~ma.

donales de las comprendidas en este capitulo. con seleccu:~n.es

nacionales de otros paises si la representación española DO se
eSlablece igualmente ,con categoría de Seleccit?0 Na~iona1» ..~ste
precepto, segú~ expresamente se d~ce en .el escnto de mterposIcIóO
del conflicto, ImpId.e a la Gene::rabdad eJer~er parte de las com~·
tencias que <;on caracter exclUSIVO se le atnbuyen sobre la mat~na

«deporte» por el arto 9.° 29 de su Estatuto de Autonomía.
Tal fundamento ,positivo de la competencia ,autonómica no

puede quedar excepcionado en este c,~so, según la defensa ~e la
Generalidad mediante la reconducClon de las mamfestacIones
deportivas i~ternacionales a la categorla de «relaciones internacio-­
nale5)~ (art. 149.1.3 de la C.E.), interpretació~ eXJ:!uesta e~. su día
por el Gobierno para fundamentar la competenCia exclUSiva del
Estado en este punto. Entiende. por el contrario. el Abogado de la
Generalidad que existe una clara separación entre el deport.e y las
relaciones internacionales. lo que se evidencia si se repara ~~ I.os
dos elementes básicos que sirven para delimitar la, a su, JUICIO.
materia «relaciones internacionales». El primer elemento sería. de
carácter subjetivo y v.endría dado por la intervenc~ón. en la gestión
de los intereses extenores, de unos órganos especIficas det Estado.
con I¡¡ exclusión de los demás; órganos que serían, la ~efatura del
Estado. el Gobierno. el Ministerio de Asuntos E'ltenores, y los
Agentes Diplomáticos y C:onsulares.. E,l .segundo d~ IC?S ~1~meQtos
citados -de carácter objetIvo- conslstma -en la aSImllaclOn de la
matena «relaCIOnes mternacionales» a los llamados grandes temas
de Estado. Pues bien. toda vez que n~nguno de los ~rganos c~tados
en primer lugar ejerce competencIas en m~tena deportl'YI:. y
teniendo en cuenta, también. que ésta queda ajena a la definlclon
substantiva de las «relaciones internacionales». carecería de todo
fundamento la ubicación de la competencia controvertida en el
ámbito del art, 149.1.3 de la C.E.

A esta conclusión l.levaría también' el prop~o Estatu~C? de
Autonomía pues no sería concebible que el arto 9. 29 del mismo'
hubiera co";figurado con el earácter de exclusiva lá competenci~ de
la Generalidad sobre el deporte si. en algún momento se hubl~ra

-pensado que tal materia 'pudiera estar parcialmente c..omprendula
en el área de las relaciones internacionales.

Añade, asimismo. la defensa de la Generalidad que la tesis así
sostenida no es otra, en definitiva. que la acogida, para otro campo
material de actuación. por el arto 9.° del apartado B). anexo, del
Real Decreto 3168/1982, de 15 de octubre, sobre traspaso de
servicios del Estado a la Generalidad de Cataluña en matena de
turismo, toda vez que, subraya el AbQgado de la G~nerali~~.- este
precepto dispone que «La Generalida;d J)O(lI:á ~ahzar act1vl~des
de' promoción del turismo de su ámbito terntonal ~n el extenOD.
La conclusión a la que se deberí~ )lepr e~ el.confllct~. que ahora
se suscita -la de que no es la localIzacIón m la ImputaclOD perso~al

de una actividad, sino el conteftid~ de la. misma•. lo que, detenm!1a
su inclusión en la esfera de las relaCIOnes mtemaclOnales- quedaría,
pues, esclarecida por la solución incorporada e!1 ,esta dispos~ci;ón.

Es cierto que el arto 14.4 de la LOCFD condICIona la partllllpa·
ción en competiciones internacionales de las Federaciones cuyo
ámbito de actuación sea el territorio de una Comunidad Autónoma
o que hayan obtenido la previa autori~ación de la Fed~r:ación

Española de la misma especialidad deportIva, pe~o este r~qulslto no
obedece a vinculación alguna entre el deporte mternaclOnal y l3:s
relaciones exteriores, sino -se dice por el Abogad~ de la Gene':3.b.
dad- al hecho indiscutido de que las competencIas· autonómrcas
han de ejercerse en el ámbito de la Constitución, lo que justificaría
una exi~encia de este tipo, ri;tedíante !a cual el ejen:i~io, por la
Generalidad de sus competencIas exclUSivas de proyecclOn Interna­
cional debería ajustarse a la conformidad «de los órganos cuya
competencia deportiva sea de carácter general~. No obstante, fuera
de este requi"sito., las competencias autonómicas sobre el dep'orte
son de carácter exclusivo. de tal modo que cabe afirmar una
invasión ilegítima de aquéllas por el arto 4.° del Real Decret!>
2075/1982,cuando nie~ toda posible intervención de la Gene~h~
dad aun con la limitaCión referida en lo relativo a la autoríiacl(m
de las manifestaciones deportivas 'de carácter· inter.naciona~.

b) En -el fundamento jurídico 11 de su escnto, sostiene el
Abogado de la Generalidad que. aun admitiendo lit equivoc~da

'tesis del Gobierno de'la Nación, la conclusión no podria ser SIn?
seguir reconociendo una intervención en ese punto de la Generah~

dad En efecto, incluso en el caso de que se diese por buena la

. i~dusión de las confrontaciortes deportivas internacionales en el
ámbito del art. 149.1.3 de la C.E., 'es locier:t0 que habría d~ llegarse
a una integr.ación o compatibilización en~~ la competencIa es~tal
a partir de tal precepto y la que denva par:a la Com.uDldad
Autónoma de su propiO Estatuto de AutonomUL Pues bIen" tal
integración vendría ya resuelta por el citado a~., 14.4 «;te !a LGCFO
en la medida en que reconocería la intervención prelImmar de, I~!t
'Federaciones Nacionales, mediante autorización, para hacer POSI­
bit la comparecencia internacional de una Federaci~n de á~bito.
infranacional, dejando asi a salvo -se di~-.l~ soberama extenor de
los órganos centrales del Estado. Así. a JUI~IO de la ~efensa de l,a
Generalidad, la autorización de las FederaCiones NaclOn.ales eqUI­
valdría a una declaración acerca de la menor relevan~la para el
interes general del Estado de la confrontación en c.uest.lón. lo Que
supondría. también. una traslación del as~nto al ambno ~autonó- .
mico. de !JI modo que sería ya la yenerahdad de: Cataluna, .en ~I
legítimo ejercicio de sus competencIas en.la matena, la que habna
de dar o -DO la correspondiente autorizaCIón.

Pues bien incluso esta competencia de la Generalidad (yuxta·
puesta a la dél Estado en la hipotética admisión del razonamiento
gubernamental que h~ce el Abogado de aquélla) habria quedado
desconocida por el arto 4.° Y concordantes del Re~l .Decreto
2075/1982. ya que los mismos excluirían. en el eJ?tendlmI~nto de
ellos qU( manifiesta el representant~ de la Comu~l1dad Aut~n0":la,
toda pos1bilidad de que:: las FederaCiones DeportIV~S cuyo ~mblto
de actuación, sea exclUSIvamente el de una ComuDldad Autonoma
puedan participar en confrontaciones deportivas internacionales.
Por ello· el 3rt. 4.° Y concordantes del Real Decreto no sólo
incurren'en incompetencia sino también. por vulnerar lo dispbesto
en el arto 14.4 de la LGCFDd en un queliramienlo del principio de
jerarquía normativa (art. 't. 3 de la C.E.).

c) En el fundamento juridico 1II de su e<erito, el Abogado de
la .Generalidad sintetiza sus tachas de mcompetencla' al Real
Decreto 2075/1982 y fundamenta su petición al Tri~unal Constito­
ciona1. En cuanto a lo pnmero. se resalta ahora no solo la vlolaClon
de las competencias de la Generalidad en ~ateria ~e~rtiva: sino
·también el hecho de que el arto 4.°. al exclulT la posIbdldad.de,Que
las Federaciones cuyo ámbito coincidá con el ~e una Comu.mdad
Autónoma participen en, competiciones deportIvas frente.a ~~Iec­
ciones nacionales extranjeras, contraría el elen:tent<? d~1 .ammus
competendi rasgo básico en toda prueba deportIva, Impidiendo o
menoscaba~do en est~ casos la facultad de elegir al oponente. No
discute la Generalidad de Cataluña la competencia del Estado en
aquell.os casos-eJ.1·que por el mis~o se ~ecide 11: particiP3;ción de la
seleCCIón española en confrontaCIOnes mtemaClonales. DI tampoco
que. en todos.105 demás supuéstos. haya de obtenerse el place! o
autorización de las FederaCiones Españolas cuando ,los opone.ntes.<
escogidos no sean nacionales o el lugar de los enc~entros r~dIque
en el extranjero. Lo que se pretende por la ComuD1d~d Autonoma
(con apoyo en el arto 14.4 de la LGCFD y en el arto 9. 29 del EAC)
es"ltue se respe~ la. efectiva PQsibi!i<:tad de que las ~e~eracl.ones de.
ámbito infranaclOnal puedan partICIpar en competIcIones Interna­
cionales con carácter distinto 'del de la se~ección espaii,?!a en
aquellos casos en que é.s~.no lo haga y preVIa !a autonz~ClOn de
la Generalidad. Tal poslbl1ulad es la que quedana contradIcha por
el arto 4.° y concordantes del Real Decreto 2075(1982.

d) En su virtud, el Abogado de lá GeneralIdad de Cataluña
solicita se dicte S(ntencia· por la que se declare que la competeI}9~.

controvertida corresponde a la. Generalidad de Cataluña y se
anule~ los expresados preceptos.

4. La Sección TerCera. por providencia de 21 de diciembre de
1982, acordó: 1.0 Admitir a trámite el escrito presentado. teniendo
por tomp-arecido Y parte al.Abogado do~ Manu~l.M.aría Viceos
Matas. 2.° Tener por formahzado el conflIcto POSitIVO de compe­
tencia promovido por la Generalidad de Cataluña en relación con
el arto 4.° y por necesaria conexión con los arts. 1.°.3.° Y5.°, todos
ellos del Real Decreto2075f1982, de 9 de julio. lO Comunicar al
Gobierno me<hane comUDlcaCIon dITlglCia a su PreSidente. la
foni1aliza~ión del conflicto, con traslado de esta resolución y de las
copias presentadas. a fin de que en el plazo de veinte días se
persone en· el procedimien~ y apqne cua~tos docume,ntos ,Y
alegaciones conSIdere convementes. 4.° ComuDlcar a la·PresldencIa
del Tribunal Supremo, para conocimiento qe la Sala competente
para conocer del recurso ~ntenci0SC?"administ~tivo. contra el
IOdieado Real Decreto. por SI ante la misma se hubIera Impugnado
o se impugnase la disposición objeto de este pr~eso a efectos ~e

10 dispuesto en el arto 61.2 de la LOTe. 5.° PublIcar en el. «Boleun
Oficial de lá Generalidad de Cataluña» el planteam¡ento del.
conflicto para. general· conocimiento.

5. El Abogado del Estado despachó. por escrito de 1~ de enero
de 1983. el trámite de alegaciones. Estas pueden resumirse como
sigue:

a) •Señala, en primer lugar, ~l Abogado del Estado.que, si bien
la Generalidad de Cataluña postula en el suplIco de su escnto de
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formalización del conflicto la declaración por el Tribunal Constitu­
·cional de que «la oompetencia controvertida corresponde a la
·Generalidad de Cataluña», el mismo escrito omite precisar cual sea
tal competenciL El escrito de la Generalidad se fundamentaría de
modo expreso sólo en «preceptos» y no en «competencias», mCJ:'tos
éstos de Identificación de una pretensión absolutamente insuficien­
tes en un conflicto entre entes. Observa, así, el Abalado del Estado
que estos conflictos no pueden suscitarse a panir efe discrepancias
sobre el contenido material de una norma. sino por efecto de una
controversia 50bre la titularidad de una com~tencia (art. S9 de la

~ LOTe), nacida precisamente de una disposición, resolución o acto
concreto (art. 61, de la LOTe) que se estiman constitutivos de una
invasión de eompótencias (art. 62 de la LOTC), para cu}'ll resolu­
ción está llamado el Tribunal Constitucional a declarar «la titulari­
dad de la competencia controvertida» y solo subsidiariamente (en
su caso) la anulación de la disposición, resolución o actos viciados
de incompetencia (art. 66 de la LOTC). Pues bien, al haberse
omitido por el promotor del conflicto la identificación de la
competencia cuya titularidad se recaba, el escrito de éste quedaria
reducido a un mero propósito anulatori0l. contraviniendo asi la
finalidad misma del proceso de un comIicto de competencias,
finalidad que es la de derimir la titularidad de una competencia.

Este defectuoso planteamiento del conflicto se revelaría en las
normas señaladas como invasoras de las comgetencias autonómi­
cas, cuya anulación se pide. Asi, e1art. 1. del Real Decreto
2075/1982 se limita a SUjetar ciertas confrontaciones deportivas a
un régimen de autorizaciÓD previa cuando hayan de celebrarse

- fuera de España~ el art. S.o, extiende este régimen a las que se
celebren en el territorio español siempre que se trate de competi­
ciones internacionales; el arto 3.b no hace sino regular la forma de
pedir la autorización; y, en fin, el art. 4.0

, frente al que p8.rece
dirigirse principalmente el conflicto, te liibita a excluir la autoriza­
ción en el caso de competiciones con selecciones nacionales
extranjeras, si la ~sentación española no se constituye en
selección nacional. NinjUna de estas nonnas instituye competen­
cias, con lo que el conflicto sólo puede tener sentido mediante la
afirmación de que es la Generalidad de Cataluña, y nO el Estado,
quien resulta competente para regular la materia objeto del
conflicto. Observa también el Abugado del Estado que se ha dejado
curiosamente fuera del conflicto el arto 2.0 del Real Decreto citado,
la única norma del mismo· que auténticamente define las distintas
competencias orgánicas p¡:evistas para conseguir el resultado auto­
rizativo. A partir de lo dicho, destaca el Abogado del Estado el alto
grado de inconcreci6n con que el conflicto se encuentra planteado.

b) Entra a continuación el escrito de alegaciones a discutir 'la
exclusión por la Generalidad de Cataluña de las manifestaciones
deportivas internacionales de entre las «relaciones internacionales»
reconocidas como competencia exclusiva del Estado en el arto
149.1.3 C.E. Para el Abugado del Estado no cabe la delimitación

'- -subjetiva y objetiva- 'PCOl?uesta en el escrito de interposición del
conflicto. Las relaciones mternacionales no ,se definen por un
posible ámbito material de su -wntenido, sino por la proyección
exterior de la acción del Estado en cualesquiera materias. Por ello,
cualquit(r materia de competencia exclUSiva de las Comunidades
Autónomas, una vez que aparezca inserta en el campo de los
intereses y por ello de las relaciones exteriores, resultaría de
exclusiva competencia del.Estado,.ya que lo cóntrario -equivaldría
a hacer inútil!a competencia prevista en el art. 149.1.3 de la C.E.
El Estado sería compótente sólo para la actuación exterior de sus
propias competencias y las Comunidades Autónomas lo serían
también respecto de las suyas propias, conculcándose el principio
de la liinitación"tel1':itorial de las competencias autonómicas (an. 25
del EAC), además 4e1 ya mencionado desconocimiento de la
existencia misma de! art. 149.1.3 de la c.E. .

No se entiende, tampoco,la reducción del concepto de «relaoio- .
nes internacionales» desde un punto de vista subjetivo. Y es que,
aunque la Bestión de este sector de la actuación administnttiva esté
concentrado en el Gobierno y en el Ministerio de Asuntos
Exteriores, son muchos los Departamentos que, directa o indi~­
mente, coJaboran en dicha gestión, lo que resulta probado, además,
por el ejemplo invocado en el propio escrito de la Generalidad,
relativo a la colaboración de esta en la promoción tunstica exterior.
Por lo demás, si lQ que se cuestiona en el presente·conflicto es la
competencia para resular las competiciones depo!1ivas internacio­
nales, es claro que tal com~tencia se ha ejercido por el Gobierno,
órgano que, según el escnto de interposición del conJlicto, está
entre los que tienen a su cargo la gestión de .las 'relaciones
exteriores.

el Niega el escrito de alegaciones del Abogado del Estado que
la autorización de las Federaciones Nacionales basada en el arto
14.4 de la LGCFD para la comparecencia exterior.de las federacio­
nes infranacionales haya de entenderse -según. se pretende por el
actor- como electo del «IIIodelo de Estad"" presente en la
Constitución. Una competencia no puede tener otro origen ni
justificación que una norma y ésta no es otra, en él presente caso,
que la recogida en el art. 149.1.3 de. la C.E.

No existe, en particular. necesidad ni posibilidad de armonizar
la competencia exclusiva del Estado para la ordenación internacio­
nal del depone con las que ostente la Comunidad Autónoma en su
ámbito (art.: 9.29 del EAC). La competencia autonómica para el
deporte acaba donde comienza 'la competencia para relaciones
exteriores, no pudiéndose aqui reconocer la existencia de una
competencia concurrente entre el Estado y la Comunidad Autó­
noma. El depone internacional -se dice también en este punto de
las alegaciones- ha dejado de ser una materia constitutiva de
relaciones entre meros.paniculares. La mayor parte de los Estados
-se ai\ade- han juzgado que la l1Ulteria imPlica de al~una manera
a la imagen exterior y a los intereses nacionaJes. sometiéndola a una
disciplina general.

d) Tampoco es aceptable la tacha de ilegalidad que esgrime la
Generalidad frente al arto 4.0 del Real Decreto 2075/1982 por
entender que este precepto prohibe lo que el arto 14.4 de la LGCFD
permite. En primer lugar. porque se trata de una cuestión de pura
legalidad. extraña, en cuanto tal. a la competencia del Tribunal
Constitucional. según se reitera en su propia doctrina. En segundo
lugar, porque el citado arto 14.4 de la LOCFD, al imponer la
autorización de las Federaciones Nacionales. no abandona con ello
la materia a ·la disposición de las Comunidades Autónomas para
que éstas pudiesen colmar con Dormación propia hipotéticas
lagunas de la legislación estatal mediante nuevos requisitos o
autorizaciones. Lejos de esta interpretación, hay que sostener que
la regulación sigue en el ámbito competencial del Estado y que la
mayor o menor intensidad de su intervención no autonza a
reconocer, sin más, una competencia autonómica complementaria.
Por lo dentás, la legalidad o ilegalidad del Decreto no tendrá
trascendencia alguna para la resolución del presente conflicto.
puesto que la norma del arto 14.4 de la LGCFD no tiene una
función delimitadora de competencias del Estado y de las Comuni­
dades Autónomas, sino la de regular las condiciones de autoriza­
ción de competencias deportivas internacionales. En tercer lugar, y
por último, no hay vicio de ilegalidad en el Real Decreto. por lo
mismo que no existe incompatibilidad entre el arto 4.° y el citado
art. 14.4 de la LGCFD. Este último'precepto, en efecto. se sitúa en
el contexto de las relaciones entre Federaciones y no tanto en el de
las relaciones internacionales. De ahí que no pueda afirmarse que
lo que este. preceptb no prohíbe quede en el futuro excluido de la
poSIbilidad de cualquier otra prohibición, Bunque atienda a otros
lDtereses especincos. Por ello -"1 parque los intereses estatales en las
relaciones deportivas internaCIOnales no se agotan en el marco de
las relaciones federativas- no es ilegal el sistema de 'autorizaciones
administrativas dispuesto en el ReaJ Decreto controvertido. Asi,
según el Abogado del Estado. los ámbitos de aplicación de unas y
otras normas son diversas: Erart. 14.4 de la LGCFD se aplicará en
toda competición internacional, genéricamente; solo cuando en
ésta partiCipe una selección nacionaJ de'un país extranjero habrá de
atenderse a la prohibición específica establecida en el arto 4.° del
Real Decreto impugnado. Por lo demás, termina el Abogado del
Estado, esta última disposición no prohibe, -en cuanto tal, que una
federación regional compita con una selección nacional extranjera,
imponiendo sólo que, si tal.encuentro pretende celebrarse. haya de
comparecer la participación española también en calidad de selec­
ción nacional. .

e) Por 10' expuesto, el Abogado del Estado solicita que este
Tribunal dicte Sentencia en la que se desestime las pretensiones
deducidas por la Generalidad de Cataluña.

6. Por provi!1encia de 19 de diciembre de 1985. se señaló para
deliberación y votación el día 9 de enero actual.

11. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

Primefo.-Como cuestión previa para la resolución del presente
proceso ha de considerarse la suscitada por la representación del
Estado en orden a la naturaleza misma de la acción ejercida por el
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, ya que, de
acuerdo con lo expuesto por el Letrado del Estado en sus
alegaciones. la pretensión de la Generalidad. aun incoada cC?mo
conflicto no se adecuaria al objete típico de éste, según viene
detennir:ado en el título IV de nuestra Ley Orgánica, encerrando
más bien, de modo exclusivo. una pretensión anulatoria frente a
preceptos que no podrian calificarse de delimitadores o definidores
de competencias. Al respecto conviene, efectivamente, recordar
que, de acuerdo con lo I?revenido en el arto 59 ~e la L9TC, los
cot)f1ictos que ahora conSideramos no pueden suscltarse SIDO sobre
las competencias asignadas directamente PQr la Constitución, los
Estatutos de Autonomía o las Leyes orgánicas u ordinarias di~das
para delimitar los ámbitos propios del Estado y las Comumdades
Autónomas, objeto procesal éste al que se ad~cua el tiPO. ~e
Sentencia que habrá de poner fin al proceso eonfhctual. resoluclOn
en Ja que, de acuerdo con el arto 66 Q-e la misma. Ley Orgáni~. el
Tribunal declarará la titularidad de la competencia controvertida y
acordará, en su caso, la anulación de la disposición, resolución o
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actos Que originaron el conflicto en cuanto estuvieren viciados de
incompetencia. . "

La norma ahora controvertida de modo principal es el art. 4.°
del Real Decreto 2075/1982, de 9 de.julio, tachándose también de
les,ivos de las co.mpetencias de la Generalidad, por conexión. otros
precepto,s del ~lsmo Reglamento en los que se señalan cuáles sean
las confrontaciones deportivas sujetas a autorización (art. 1.°), cuál
el modo de pedir y conceder la autorización administrativa
específi~aconteml?lada en ~l párrafod) del arto 2,° (art. 3.°) Ycómo,
por úJtml(~. el mismo régimen de autorización exi~do para las
confrontacIOnes celebradas fuera del territorio nacIOnal será de
aplicaCión a los encuentros internacionales celebrados en España
(art·. 5.°)... EI arto 4.° que así centra el objeto de la presente
controverSIa no es, cienamente, una disposición delimitadora de
competencias ni su contenido afecta de otro modo, directamente,
a la ordena.ción de la íntervención de los órganos del Estado y de
las ComunIdades Autónomas en, 1:. materia que contempla. Este
precepto, en efecto, y según se ha dejado dicho en los antecedentes,
se limita a excluir toda participación que no' sea la de la selección
nacional española del deporte de que se trate ~uando el competidor
extranjero figure también representado con esta condición. Como
tampoco h~ cuestionado la GeneraJidad esta disposición aduciendo
que es a la Comunidad Autónoma, y no al Estado, a quien
corre.sponde su a~opción..t.es necesario apreciar ahora cual sea. de
eXistir, eLcontentdo conlJlctual de su acción.

Del escrito mediante _el cual el conflicto se promueve puede
desprenderse Que la Comunidad Autónoma pretende que declare­
mos la contradicción con sus competencias propias del contenido
dispositivo d~1 senalado arlo 4.° en la medida en que dicha nonna,.
e.xcluyendo sm excepciones cualquier: posible participación federa­
tiva, catalana en encuentros con selecciones nacionales extranj"eras·
,descartaría también. necesariamente, la intervención que la Comu­
nidad Au\ónoma pretende ostentar, en virtud de la competencia
que sobre deportes Je atribuye el arto 9.29 de su Estatuto de
Aulonc:>mi~. en or~en a la autorización de dicha comparecencia
deportiva internaCIOnal, así negada por la norma estatal. Conviene
subrayar que la pretensión aclora se ciñe, en este conflicto. a ta
señalada defensa de la posible participación federativa catalana en
competiciones internacionales cuando no comparezca la Federa,.
ción Esp~nol~.c0rrespo~diente.considerándosé por la actora aque­
lla p.artlclpa~iOn como presupuesto para el ejercicio de sus compe­
te';lclas propias. Queda. pues, fuera de lo pretendido. y del objeto·
mls~o, del proceso; todo lo relativo al régimen de la intervención
admInIstrativa c~a!ldo en los e~cuentros internacionales participen
o pretenda~ ,partI~lpar formaCIOnes deportivas que no ostenten la
repre~e!1taclon. directa de una determinada Federación, como
ocurnra cuando la parte española esté-constituida por un equipo de
club.

Entendida en estos términos. la pretensión actora buscaría la
remoción de una norma impeditiva; de modo indirecto del
efectivo despliegue de sus competencias, imputando al arto 4.° que
se considera, y a las disposiciones con él coneus, un menoscabo de
dichas com petrncias por el indebido ejercicio de las que correspon­
den a las instituciones centrales del Estado. Un tal planteamiento
en el que el conflicto se suscita no reaccionando frente a un despojo
competencial sino defendiendo las competencias propias frente a su
constricción ilegítima. no es imposible en el proceso conflictual
porque, como dijimos en la Sentencia 11/1984, de 2 de febrero
(Fundamento jurídico 2.°), en el conflicto entre entes no resulta
indispensable que aquél que plantee el confli~to recabe para sí la
competencia ,ejercida por el otro, bastando con que entienda que
una dlspos\clon. resolución o acto emanados de otro· ente no
respeta el orden de éompetencias establecido por la Constitución,
los Estatutos de Autonomía o las Leyes orgánícas correspondientes.
Se. trataría, pues, en la tesis actora, de que se declara*" por este
Tnbuna.1 que la negación de la comparecencia internacional de las
Fede~aclOn~s depoJ.1ivas catalanas i.mplica, ~r sa incidencia en las
c~mpetenclaspropias de la Comumdad Autonoma. un acto contra­
no a aquel ordrn competencial a partir del cual se delimita el objeto
de este proceso constitucional (art. 63.1 de la LOTe).

Este complejo modo' de abordar la cuestión competencial
implica, como se desprende. la necesidad- de proceder ahora a UI1H"·
doble indagación. La primera habrá de versar sobre la posibilidad
misma de que la participación federativa catalana tenga lugar en
encuentras de carácter internacional, porque es éste el supuesto al
que liga la Comunidad Autónoma la defensa de las competencias
que. para la autorización de dichos encuentros, dice ostentar; El
segundo examen -aunque principal ya en el proceso conflictual­
habrá de orientarse a detenninar si, admitida en algún caso aquella
participación, la ~ventual intervención pública en orden a su
c<?ntrol corresponde. sobre las Federaciones- catalanas, a h;t Admi­
mstración deportiva de la' Comunidad Autónoma, como ésta
pretende, o habrá de ·atenerse; más bien, al régimen estatal de
autorización al que remite el arto 1.° del Real Decret02075/J9,82.·
Es necesario advertir, por último, que la primera de las cuestiones

a que se acaba de aludir sólo puede abordarse en este proceso por
s.u afirmada conexión con el problema competencial subyacente y
a los sojas efectos de hacer posible el correcto planteamiento del
mismo. Para· nosotros.' pues, se trata ahora, estrictamente, de
determinar si la exclusión operada en el repetido arto 4.° del Real
Decreto 2075/1982 ha redundado en menoscabo de las competen-
cias propias de la Comunidad Autónoma ,

Segundo.-La cuestión Que acaba de mencionarse ha de resol­
verse teniendo en cuenta- las nonnas vigentes en la materia
deportiva que se considera· y por referencia. específicamente, a lo
dispuesto en el arto 14.4 de la Ley General de la Cultura Física y
del Deporte (LGCFD), precepto éste que no sólo no se ha
cuestionado ,en el presente conflicto por quíen lo promueve sino
que ha sido, incluso, expreSéJmente invocado en apoyo de la tesis
actora. Dispone, en, efecto, dicho articulo que «Jas Federaciones
cuyo ámbito de actuación coincide con el territorio de una
Comunidad Autónoma o Entidad preautonómica pueden partici­
par en competiciones internacionales amistosas. siempre que no lo
haga la Federación Española de la misma especialidad deportiva y
previa autorización, de ésta», debiendo a este propósito destacarse
que el arto 2.0 .del Decreto 132/1981, de 13 de abril, del Consejo
FJecutivo de la, Generalidad de Cataluña, tras señalar Que las
Federacionés Deport~vas catalanas formarán necesariamente parte
de la Federación Espanola respectiva, advierte que sin el previo
acuerdo y autorización de esta no podrán aquéllas actuar fuera del
territorio catalán, dependiendo las Federaciones catalanas de la
española correspondiente en materia disciplinaria y competitiva «a
nivel estatal e internacional».

Sostiene la actara en su escrito, de promoción del conflicto que
el art. 4.° del Real Decreto controvertido vendría a impedir
-siendo, por ello, ilegal- una posibilidad abierta por el citado arto
14.4 de la LGCFD, como es la de la eventual autorización. por
parte de la respectiva Federación Española, de la comparecencia
Internacional de las Federaciones cuyo !tnbito coincida con el
territorib de una Comunidad Autónoma, Este reproche -Que no
afecta al íntegro contenido normativo del prece~to reglamentario,
ya que en él también se niega, por sus térmlOos genéricos, la
participación de equipos de clubs en encuentros con selecciones
nacionales eKtranjeras- no seria de imposible consideración en este
proceso constitucional, siempre que el mismo, como es obvio,
apareciera vinculado, según aquí se ha argüido, al debate compe­
tencial planteado. No obstante, no es indispensable entrar ahora en
semejante examen porque es posible llegar al planteamiento y
resolución de la ~uestión competencia1 que ha dado lugar a 'este
¡1roceso sin analizar la legalidad de la opción presente en el referido
precepto reglamentaría, toda vez que este precepto, referido sólo a
competiciones oficiales, no descarta, en términos absolutos, toda
parti«;ipación internacional de las Federaciones deportivas de
ámbito ouronómico, sino sólo, estando a su tenor literal, en
aquellos casos en que los encuentros pretendan celebrarse con
selecciones nacionales extranjeras. Siendo esto así, es claro que el
debate competencial aquí suscitado en torno a cuál sea el ente
llamado a autorizar la participación internacional de las Federacio­
nes ca~ll!!1as no. requiere, para su recto entendimiento y solución,
determinar preVIamente el respeto por el art. 4.° controvertido de
la norma contenida en el' art 14:4 de la LGCFD, aunque sí es
necesario advertir que, de acuedo con el principio de legalidad (art.
9.3 de la Constitución), aquel precepto habrá d~ ser interpretado en
términos tales que lo atemperen a la citada disposición de la ~..----­

Le<t~ M-importa-de~taw allom, roma-pre4lu¡lce§lO-para-loqU<l-a
contlOuación se dira, es que, de acuerdo con lo previsto en el arto
14.4 de la LGCFD y según la interpretación' conforme a dicho
precepto del arto 4.° del Real_Decreto que se considera. existe una
posible proyección internacional de las Federaciones deportivas de
ámbito catalán. como tales, y cuando concurran las condiciones
para ello legalmente t;>révistas.

Tercero.-Lo antenor permite ya afrontar el problema campe·
tencial suscitado por la Generalidad de Cataluña. Si, como acaba
de señalarse, es posible, de conformidad con nuestro ordenamiento
deportivo. una intervención en encuentros internacionales de las
Federaciónes deportivas cuyo ámbito propio se extienda al'térrito­
no de una Comunidad Autónoma, cabe también plantear cuál sea
el ente llamado a intervenir, mediante las técnicas administrativas
que en ,cada caso- se adopten, en el, despliegue mismo de djcha
comparecencia deportiva internacional. También aquí hemos de
advertir que semejante intervención administrativa -configurada
en términos de Qutorización» por el art. 2.° del Real Decreto en
conflicto- no p\lede ser, en sí misma, objeto de controversia en este
cauce, en cuyo' curso es sólo posible, partiendo de la normativa
vigente, apreciar si en ella, al margen de cualquier otro posible
planteamiento constitucional, se ha lesionado o no la competencia
sobre deportes de. la Comunidad Autónoma promotora del" con·
flicto. Es, así, de destacar que el arto 1.0 del Real Decreto 2075/1982
sujeta; las.confrontaci.ones deportivas internacionales al régimen de
autonza,ctones que dIspone su- arto _2.°, apanado d) y sin que la no
consideración en dicho arto 1.° de los encuentros in'ternacionales en
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que participe una Federación deportiva regional como supúesto
necesitado de Jas .autorizaciones en él 'requeridas tenga otro
fundamento, visto el sistema del capitulo primero del Real
Decret~ "que la exclusión 'operada por su repetido arto 4.° Sobre esta
base, y admi~idauna posible particlpadon internacional,de las
Federaciones deportivas catalanas, la autoridad llamada a interve­
nir mediante la pertinente autorización del encuentro seria sólo,
tras ...J.as intervenciones federativas también previstas. la estatal,
disponiendo al efecto el aludido apartado d) del an. 2.° que ~en
cualquier caso, la autorización del Consejo Superior de Deportes
deberá ir precedida de. la conformidad del Ministerio de Asuntos
ExterioreS)lo, Esta nonna descarta cualquier intervención por parte
de las autoridades competentes' de las Comunidades Autónomas
cuando sea una Federación de su ámbito propio la que pretenda
tomar parte en el encuentro de que se trate, debiéndose juzgar
ahora labre su conformidad al orden competencial en la materia,
ya que aunque este arto 2.° no ha sido controvertido, en sí mismo,
en el presente conflicto,·sí lo ha 5ido el arto l.°del Real Decreto que
a él se remite explícitamente.

Tanto la representación del Estado como la de la Generalidad
de Cataluña han centrado sus contrarias alegaciones en tomo a la
posibilidad o no de reconducir la intervención estatal que aquí se
considera al título competencial que- se contieñe en el número 3.°
del arto 149.1 de la Constitución. aduciéndose en el primer caso -y
negándose por la representación actora- que la proyección interna~

cional del deporte encuentra en dicho precepto constitucional su
norma competencial especifica. Sin desconocer que la relevancia
pública, por su dimensión internacional, de estos concretos encuen­
tros deportivos haya podido llevar a la adopción de la intervención
admimstrativa sobre el deporte· federado que incorpora el Real
'Decreto objeto. del conflicto, bo es necesano aqut, sin embargo,
analizar la relevancia" de dicha conexión internacional para deter­
minar la titularidad competencial controvertida.

· Importa reparar, en efecto, en ·que para el planteamiento de la
aetora, la potestad de autorizaCión recabada habría de ejercerse
necesariamente CQn posterioridad a la intervención de la Federa­
ción Española respectiva, porque sólo cuando ésta haya decidido
no' comparecer en la competición de que se trate y sí autorizar a
una Federación regional para hacerlo por sí. siendo el encuentro de
carácter «amistoso», podrá producirse tal participación, a tenor de
la norma de la LGCm.(art. 14.4) expresamente invocada por la
representación. de la Generalid;,¡d Siendo esto así, la intervención
administrativa disputada habrá de incidir sobre unos entes -las
Federaciones Españolas- 'Cuya actividad se desenvuelve en el

- ámbito nacional J, que no quedan, como tales, ni tutelados ni
asistidos por la A ministradón deportiva de las distintas Comuni­
dades Autónomas, sino, antes bien, por la Administración del
Estado, sieooo pertinente tener en cuenta, en este punto, lo
dispuesto en el arto 17.1 de la LGCFD, en cuya virtud «sin perjuicio
de la independencia de las Federaciones. las Comunidades Autóno­
mas. de acuerdo con sus respectivos Estatutos, pueden recabar las
competencias necesarias para.velar por el estricto cumplimiento en
su temtorio de los fines deportivos para los que aquéllas han, sido

'Creadas». La competición internacional, por su régimen federativo
interno de' autorización, desplaza la articulación del eventual
régimen de su intervención administrativa mas allá del ámbito
propio de una Federación regional y debe subrayarse que esta
afectación a los intereses generales del deporte federado -no ha sido
en ningún momento discutida· por la actora. Pues bien. desde el
momento en que la decisión sobre la participación en la competi·
ción ha adquirido rango nacional, por haberse pronunciado ya la
Federación Española correspondiente, es claro que la posible
intervención administrativa que aquí se viene considerando no
puede corresponder a las autoridades de la Comunidad Autónoma,
pues ,si ésta tiene, sin du4a, competencias en materia deportiva con
arreglo a su Estatuto de Autonomía, no es menos cierto que estas
competencias, como cualesquiera otras de las que ostente, no
pueden desplegarse sobre entes ,que, como en este caso ocurre,
existen y desarrol1an sus actividades en un ámbito nacional
sustraído ya al ejercicio de las potestades autonómicas. estando· la
autonomía constitucionalmenete garantizada a las Comunidades
Autónomas, al servicio. de la gestión de sus intereses propios (art.
137 de la Constitución), limitados ralione loci (art. 25.1 del
Estatuto de Autonomía de Cataluña), y .no siendo desde ella
posible, ciertamente, la afectación, como aquí habría de ocurrir, de
mtereses que son propios del deporte federado espanol en su
conjunto. Si así no fuera, por lo demás, se quebraría la coherencia
y el sentido mismo de la intervención administrativa controver·
tida, en. la que ha de bu~rse, sin perjuicio de otras consideraciones
no pertmentes ahora. que sean coextensos los ámbitos de actuación
del ente controlado y de aquél que ejerce el control. Así, autorizada
por una Federación Española la .comparecencia internacional de
una de las Federaciones catalanas que en ella se iniegran. no puede
-reclamar la Generalidad, como competencia propia, la de sUjetar a
su intervención administrativa ulterior, raüficándola o no, aquella
~utorización federativa. .

FA L LO
•En atención -a todo lo ex.puesto, el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE 1.E CONFIERE LA CONST1TU·
CION DE LA NACION ESPANOLA, .

Ha decidido:

Declarar que en los arts. 1.0, 3.°. 4.° Y 5.° del Real Decreto
2075/1982, de 9 de julio. no se han invadido ni menoscabado las
competencias que en materia deportiva atribuye a la Comunidad
Autónoma de Cataluña su Estatuto de Autonomía. .

Publíquese esta. Sentencia e~ el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 10 de enero de 1986.-Firmado: Jerónimo
Arozamena Sierra.-Angel Latorre Segura....Manuel Diez de Velasco
Vatlejo.-Francisco Rubio Llorente.-Gloria Begué Cantón.-Luis
Diez Picazo.-Francisco Tomás y Valente.-Rafael Gómez-Ferrer
Moranl.-Angel Escudero del Corral.-Aotonio Truyol
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Rubricados.

3933 Sala Segunda. Recurso de amparo número 109;1985.
S,entencia número 2/1986. d.e 13 de enero.

· ta Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
. don Jerónimo Arozamena Sierra, 'Presidente: don FranCISCO Rubio

Llorente, don Luis Díez-Pic;p:o y Ponce de León, don Francisco
Tomás y Valiente, don Antonio Troyol Serra y don Francisco Pera

· Verdaguer" Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo promovido por «Banco Occidental,
Sociedad Anónima», representado por el Procurador don Manuel
Infante Sánchez, bajo la dirección de Abogado, respeéto de la
resolución del Tribunal 'Central de Trabajo, que denegó recurso de
queja contra providencia de la Magistratura de Trabajo número II ~

de Madrid, que tuvo por no anunciado recurso de suplicación
contra la Sentencia de dicha Magistratura, de JO de mayo de 1984,
-en cuyo recurso de amparo ha comparecido el Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Magistrado don Francisco Tomás y Valiente,
quien exp~ 'el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-El representante procesal del 4<8anco Occidental,
Sociedad Anónima» interpuso recurso de amparo el 12 de febrer9

la siguien~e

SENTENCIA

de 1985,·contr.a el Auto de 29 de noviembre de 1984, del Tribunal
Central de Trabajo, en resolución del recurso de Queja 2031/1984,
por presunta vulneración de IU derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva, reconocido por el arto 24 de la Constitución.

Los hechos que fundamentan la demanda son los siguientes. En
juicio sobre cantidad. instado por cuatro trabajadores del Banco
Occidental, la Magistratura de Trabajo número 11, de Madrid,
dictó Sentencia de 10 de mayo de 1984, parcialmente estimatoria,
haciendo saber que contra la misma no cabía recurso alguno. La
Empresa anunció su propósito de interponer recurso de suplica­
ción, que fue denegado por providencia de 29 de mayo. Contra la
misma formalizó ,recurso de reposición -alegando que la demanda
laboral debió haber seguido el trámite del conflicto colectivo; que
al afectar el conflicto a buena parte de. Jos trabajadores de la
Empresa, y no haberse discutido tal circunstancia en la Sentencia,
se estaba ante una cuestión nueva ·no controvertida en el pleito, que
posibilitaba el recurSo de sup1icación al. amparo del antiguo arto
1.695 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; que ~dría proceder
igualmente el recurso para subsanar falta esenCial del procedi­
miento. y que también procedía dicho recurso en virtud del' 153.1
de la Ley de PrOCedimiento Laboral, por afectar la cuestióri a gran
número de trabajadores. El Magistrado dictó AutQ. de 26 de junio.
desestimando el recurso de repo~ición. Contra dicho Auto ioter·
puso recurso de queja, reiterando las argumentaciones anteriores, y
añadiendo la falta de legitimación activa de los actores y la
existencia de un vicio procedimental, como fue la no resolución en
la Sentencia de la excepción consistente en falta de personalidad de

•


